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Sería del caso resolver sobre la acción de tutela propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público. Sin embargo, efectuada la revisión final, advierte esta Sala que ello no será posible, por cuanto carece de competencia para ello. 
En efecto, aunque el demandante invoca la protección de los derechos “al debido proceso, la igualdad y la debida administración de justicia”, es claro que en este concreto asunto la situación está realmente atada al derecho de petición. Ciertamente, en los hechos no alude a ninguna acción popular específicamente, sino de manera genérica, por lo que, ante esa sola circunstancia, difícilmente podría concluirse en la alteración del derecho al debido proceso, o a la igualdad, y menos al acceso a la administración de justicia, que si alguien lo tiene garantizado en este Distrito, es el mismo accionante. 

En cambio, dice al culminar el relato fáctico que “He solicitado verbalmente a saciedad a la tutelada que consigne los radicados de todas las acciones populares donde haya remitido a otro despacho, por supuesta falta de competencia, empero SE NIEGA A RESPONDER”. 

Entre tanto, sus pretensiones están claramente dirigidas a obtener la respuesta que requiere, si bien pide que (i) se ordene a la funcionaria “consignar el número de radicado de todas las acciones populares, consignando partes, pretensiones, donde haya enviado a otro despacho, vulnerando el art 16 de la ley 472 de 1998 y desconociendo la postura de la H corte Suprema de justicia, convirtiéndose en la SUCEDANEA DE MI ELECCIÓN…“ (sic); (ii) se le solicite aportar copia de todas las acciones de tutela que en su contra han prosperado en la Sala Civil de este Tribunal. 

 



Es decir, que la vulneración que se le atribuye, no deriva del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales, sino de las de carácter administrativo, ya que, se insiste, se trata de que no le ha dado respuesta a una petición que, según el actor, elevó verbalmente. 

   



Si ello es así, hay que distinguir la competencia para conocer de la acción, pues frente a las actuaciones judiciales, la tiene el superior funcional del juez; mas, en lo que atañe a las administrativas, hay que seguir las reglas generales de competencia y de reparto previstas en las normas que regulan la acción de tutela. 

    



Diríase, en principio, que tratándose de la justicia, el  servicio es desconcentrado, como lo establece el artículo 228 de la Constitución Nacional y, por ello mismo, la competencia podría radicar, igualmente en un tribunal. Sin embargo, en consolidado precedente, la Sala de Casación Civil de la Corte ha considerado que un juez se equipara a un servidor público del orden municipal, con lo cual, la competencia para conocer de acciones de tutela en su contra, en cuestiones de índole administrativo, es también de un juez municipal, atendiendo lo reglado por el artículo 1° del Decreto 1382 de 2000. 

   



La alta Corporación, en criterio que ha sido reiterado,  declaró la nulidad de una tutela que se tramitó en esta Corporación; allí dijo
: 

  



De lo expuesto, especialmente del escrito en torno al cual gira la queja y del carácter que el a-quo le dio, que la Corte comparte, se desprende que el reproche se enfila contra una supuesta omisión del Juez Primero Civil del Circuito de Pereira por fuera del escenario estrictamente judicial, enmarcada más bien en el rol como director del despacho.

  



En consecuencia, el funcionario actuó como servidor público del nivel municipal, lo que significa que el Tribunal Superior de Pereira no era competente para conocer en primera instancia de la solicitud de amparo en referencia, como la Corte ha precusado, pues, “…en este caso no se aplica la regla 2ª del artículo 1º del precitado decreto [se refiere al D.1382 de 2000, cuya nomenclatura actual es numeral 2 del artículo 2.2.3.1.2.1. del Decreto 1069 de 2015], según la cual la acción de tutela promovida contra funcionario o corporación judicial, será repartida al respectivo superior funcional del accionado, porque ésta se predica del ejercicio de su actividad jurisdiccional, pues en tratándose de su gestión administrativa queda regulada por los criterios de reparto consagrados en la regla 1ª. (…) 2. En este orden de ideas, es claro que ante la circunstancia referida y dado el carácter de autoridad pública del orden municipal que ostenta el funcionario judicial acusado, los competentes para conocer de esta solicitud de amparo, en virtud de lo dispuesto en el inciso 3º, del numeral 1º del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000 [artículo 2.2.3.1.2.1. ídem], son los Jueces municipales de esta ciudad” (CSJ, ATC, 6 may. 2010, exp. 00234-01, citado ATC, 30 ab. 2013, exp. 00102-01).”
  



Desconocer esta consolidada posición de nuestro superior funcional
-
, daría lugar a una nulidad en un tramo más avanzado de la actuación, lo cual debe evitarse a toda costa. Por consiguiente, se invalidará a partir del auto admisorio, inclusive, para enviarla al reparto entre los Jueces Municipales, sin perjuicio de la validez que conservarán las pruebas practicadas.  
  

  

DECISIÓN

En armonía con lo dicho, esta Sala Unitaria Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, DECLARA LA NULIDAD de lo actuado en este asunto, desde el auto admisorio de la acción.  

Remítase el expediente a la Oficina Judicial, para que sea repartida entre los jueces municipales de Pereira. 

Las pruebas practicadas conservan su validez. 

Notifíquese a las partes por un medio expedito. 

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Magistrado
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